INMEDIATEZ EN SEDE DE TUTELA/ Término extenso e injustificado para presentar la acción de amparo desdice de la urgencia del asunto
“(…) transcurrieron algo más de catorce meses después de la fecha en que radicó su petición y diez meses desde de la fecha en que Colpensiones informó sobre el trámite de la misma, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-580 del 2011.
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Acta No. 183 del 25 de abril de 2016

Expediente No. 66001-31-10-003-2016-00107-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la señora María Teresa Peláez Aguirre, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 3 de marzo último, en la acción de tutela que promovió contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-. 
ANTECEDENTES

1.- Se relataron en la demanda los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El día 12 de diciembre de 2014 mediante derecho de petición solicitó a Colpensiones iniciar el trámite pertinente correspondiente al reconocimiento de pensión de sobrevivientes aplicando el convenio de seguridad social suscrito entre Colombia y España. Colpensiones recibió toda la documentación bajo el radicado Nº 2014_10356580 de la misma fecha antes señalada.
1.2 Mediante oficio Nº BZ2014_10356580 del 13 d abril de 2015 Colpensiones manifiesta que una vez el Ministerio del Trabajo remita el formulario ES/CO procederá a resolver de fondo la petición.  
1.3 Han transcurrido más de doce (12) meses y Colpensiones no ha dado respuesta clara, precisa y de fondo a su petición o siquiera informado sobre el trámite del mismo.
2.- Considera vulnerados sus derechos a la igualdad, de petición, seguridad social y mínimo vital, y para obtener su protección solicitó ordenar al representante legal de Colpensiones resolver de fondo la petición de reconocimiento de pensión de sobrevivientes expidiendo la correspondiente resolución.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 19 de febrero se admitió la acción contra la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones- y se dispuso notificar personalmente al Gerente Nacional de Reconocimiento de dicha entidad.
2.- La entidad accionada guardó silencio.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 3 de marzo de este año en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para decidir así, el funcionario de primera instancia empezó por citar jurisprudencia sobre el derecho fundamental de petición en materia pensional y sobre la inmediatez como requisito de procedibilidad en la acción de tutela, aclarando que la accionante no se encuentra en un estado de indefensión ni en una situación de debilidad manifiesta y que la demanda “fue promovida más de catorce meses después de la fecha en que se radicó la petición y diez meses después de la fecha en que Colpensiones informó sobre el trámite de la petición”. Concluyó que en este caso, ante la inactividad injustificada de la accionante el amparo constitucional no procedía por no haberse presentado en un término razonable, incumpliéndose el requisito de la inmediatez.
4.- Inconforme con esa decisión, la accionante la impugnó. Adujo que la vulneración de sus derechos fundamentales sigue vigente y no ha parado de cesar, puesto que Colpensiones debe expedir un acto administrativo resolviendo de fondo su solicitud de pensión de sobreviniente y aún no lo ha hecho y como el mismo despacho lo afirma la entidad lleva 14 meses y aún no ha dado respuesta. Independiente de la respuesta que ofrezca Colpensiones, negativa o positiva, tampoco se puede acudir a la justicia ordinaria a reclamar el derecho pensional ya que no hay acto administrativo que resuelva la situación. Lo que busca con la acción de tutela es que la entidad accionada no vulnere su derecho fundamental de petición, es decir, que cumpla con el fin establecido en la constitución y la ley, esto es, resolverle en forma clara, precisa, de fondo y oportunamente. Citó jurisprudencia sobre el derecho de petición que considera aplicable al caso concreto.

Solicita se estudie la sentencia recurrida y se dicte la que en derecho deba reemplazarla.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Prentende la demandante, para proteger sus derechos a la igualdad, de petición, seguridad social y mínimo vital, se ordene a la entidad accionada resolver de fondo la petición de reconocimiento de pensión de sobrevivientes expidiendo la correspondiente resolución.

3.- Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.

En el caso concreto, pretende la accionante, como ya se ha dicho, se ordene a la entidad accionada resolver de fondo la petición de reconocimiento de pensión de sobrevivientes expidiendo la correspondiente resolución. 

Sin embargo, solo el 18 de febrero de este año solicitó protección constitucional. Es decir, que transcurrieron algo más de catorce meses después de la fecha en que radicó su petición y diez meses desde de la fecha en que Colpensiones informó sobre el trámite de la misma, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.

Así las cosas, se concluye que se halla ausente el requisito de inmediatez que se analiza y por tal razón el amparo reclamado resulta improcedente, pues si la demandante consideró afectados sus derechos fundamentales con la falta de respuesta por parte de Colpensiones a su petición de pensión de sobreviviente, en forma clara, precisa, de fondo y oportuna, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, permitió que transcurrieran más de catorce meses para instaurarla y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno. 

4.- Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, porque, según lo dicho y de acuerdo con el precedente jurisprudencial que se ha traído a esta providencia, el amparo constitucional resulta improcedente al no cumplir con el requisito de inmediatez. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 3 de marzo último, en la acción de tutela instaurada por María Teresa Peláez Aguirre contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-. 
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-580 del 2011. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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